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INTERMEDIACIÓN LABORAL. El artículo 35 del Código Sustantivo del Trabajo, determina que son simples intermediarios o sea, no son verdaderos empleadores, a pesar de pretender serlo, las personas que contratan servicios de otras para ejecutar trabajos en beneficio y por cuenta exclusiva de un patrono. De lo expuesto, es importante resaltar, que esa carga solidaria del intermediario laboral, tiene como presupuesto, la previa declaración de la responsabilidad de quien fungió como verdadero empleador. Así lo precisó la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en Sentencia del 28 de abril de 2009. M.P. Eduardo López Villegas. Radicación 29522. COOPERATIVAS DE TRABAJO ASOCIADO. Características y prohibiciones La globalización de los mercados y la apertura de las economías nacionales implicaron la necesidad de flexibilizar las relaciones laborales vigentes en el país. Dentro de las instituciones que tomaron vuelo y marcaron la pauta a finales del siglo XX y principios del XXI tiene especial lugar, la de las Cooperativas de trabajo asociado, como una manifestación de tercerización por medio de la figura del outsourcing permitiendo a los contratantes dedicarse al core business o corazón de su negocio y dejando que sean terceros ajenos a su organización quienes cumplan actividades que resultan complementarias o afines a su objeto social. En efecto, se desprende de los artículos 3 y 10 del decreto 4588 de 2006 que el trabajo asociado cooperativo es la actividad libre, autogestionaria, física, material o intelectual o científica, que desarrolla en forma autónoma un grupo de personas naturales que han acordado asociarse solidariamente, fijando sus propias reglas conforme a las disposiciones legales y con las cuales autogobiernan sus relaciones, con la finalidad de generar empresa (art. 10), produciendo bienes, ejecutando obras o prestando servicios, para satisfacer las necesidades de sus asociados y de la comunidad en general. De donde saltan a la vista como características esenciales de estas entidades, la libertad de asociación, el autogobierno de sus miembros y la autonomía en el desarrollo de la actividad, actividad que de conformidad con el artículo 13 de la ley 1233 de 2008 es de resultado y no de medio, pues debe corresponder a la ejecución de un proceso total, parcial o subproceso, a favor de otras cooperativas o de terceros en general, cuyo propósito final, precisamente consista en un resultado específico. Lo anterior explica que de manera expresa la legislación prohíba que las cooperativas hagan intermediación laboral o envíen trabajadores en misión.  Lo primero porque implicaría que ellas vincularían el personal en nombre del contratante quien asumiría la calidad de empleador y lo segundo porque en razón de la autonomía no es aceptable que la cooperativa delegue en el beneficiario del servicio un poder subordinante sobre el trabajador asociado, que ni siquiera ella misma tiene y que a la postre implicaría que el trabajo se desarrollaría como una actividad de medio. DE LAS ACTIVIDADES NORMALES DEL BENEFICIARIO DE LA OBRA Y/O USUARIO DE LA CTA. Ya de vieja data, la Sala de Casación Laboral en Sentencia proferida el 25 de mayo de 1968, al abordar el tema de la solidaridad del beneficiario de la obra y el contratista independiente, que no resulta extraño a la presente litis, indicó, en relación con las labores conexas con las ordinarias de la empresa, que “(…) la responsabilidad solidaria se predica legalmente cuando la naturaleza o finalidad de la obra contratada sea inherente (…) con actividad ordinaria del beneficiario.  Nuestro Código Sustantivo del Trabajo se muestra más comprensivo todavía, porque al referirse a ´labores extrañas a las actividades normales, de la empresa o negocio´, para configurar la excepción al principio legal de la responsabilidad solidaria, obviamente incluyó dentro del ámbito de la regla general todas aquéllas obras inherentes o conexas con las actividades ordinarias del beneficiario” EL TEMA DE LA PRUEBA Y SU CARGA EN LOS PROCESOS DE RESPONSABILIDAD PLENA PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 216 DEL CÓDIGO SUSTANTIVO DEL TRABAJO. La ocurrencia de sucesos, dentro de la relación laboral, que afecten la salud y la integridad del trabajador conlleva a dos clases de responsabilidad: La objetiva, que se encuentra cubierta por el sistema de seguridad social, y la subjetiva, a cargo del empleador, siempre y cuando el trabajador pruebe suficientemente que aquel tuvo culpa en la ocurrencia de los hechos que le generaron el perjuicio. No cabe duda entonces que el tema de la prueba en este tipo de procesos está constituido por aquellos hechos que hagan referencia al acaecimiento de un hecho nocivo, ocurrido por causa o con ocasión del trabajo, que hubiese generado un perjuicio al trabajador, pero sobre todo y con el énfasis que contiene el artículo 216 del C.S.T., que se pueda establecer que el mismo sucedió por culpa suficientemente comprobada del empleador. Los generantes de la culpa son la imprudencia, la negligencia, la impericia y la violación de reglamentos. Resultando de ello que una persona incurre en culpa leve, que es la que corresponde a los contratos celebrados en beneficio de ambas partes, como lo es el de trabajo, cuando no sujeta sus actos a la diligencia y cuidado que los hombres ordinariamente emplean en sus asuntos, o cuando no acata las disposiciones reglamentarias que regulan una determinada actividad. Respecto a la carga de la prueba en estos asuntos, no cabe duda y así lo ha tenido por sentado la jurisprudencia emanada de la Sala de Casación Laboral desde antaño que corresponde al trabajador demostrar la culpa del empleador (Sentencias de abril 10 de 1.975 y febrero 26 de 2004, radicación 22175).

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

Pereira, quince de marzo de dos mil diecisiete
Acta número   __   de 15 de marzo de 2017
En la fecha, siendo las tres y cuarenta y cinco minutos de la tarde (3:45 pm), conforme se programó en auto anterior, esta Sala No 2 y su Secretario se constituyen en audiencia pública con el objeto de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia  proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Descongestión el 24 de abril de 2015, dentro del proceso iniciado por los señores José Nolberto López Hoyos y Yasmin Lucero Molina  contra Arquitectura Liviana Ltda, radicado bajo el número 66001-31-05-004-2009-00023-01.
El proyecto presentado por el Magistrado Ponente fue revisado y aprobado, conforme consta en el acta de la referencia y en él se da cuenta de los siguientes:

ANTECEDENTES

Pretende el señor José Nolberto López Hoyos que se declare que entre él y la sociedad Arquitectura Liviana Ltda, la Cooperativa de Trabajo Asociado y la Fundación Socia para el Crecimiento Intelectual y Desarrollo del Recurso Humano Crecer de Colombia, existió un contrato de trabajo a término indefinido en el periodo comprendido entre el 21 de abril de 2005 y el 18 de mayo de 2006 y que, en cumplimiento de dicho contrato, en la última data señalada, sufrió un accidente de trabajo, que ocurrió por negligencia del empleador, dado el incumplimiento de medidas de prevención y protección, así como de las normas que regulan la salud ocupacional.
Como consecuencia de las anteriores declaraciones reclama el pago, debidamente indexado de los perjuicios materiales, morales y el daño a la vida de relación, con los intereses moratorios y los reajustes que corresponden.
Finalmente, aspira que una vez se determine cuál fue su verdadero empleador, se declare la solidaridad de las demandadas que no tienen esa calidad.
Como fundamento de tales pretensiones informa que el día 21 de abril de 2005, convino verbalmente un contrato de trabajo con Arquitectura Liviana S.A. para desempeñar el cargo de “oficial de obra”, percibiendo como remuneración mensual la suma de $720.000; que el vínculo estuvo vigente hasta el 18 de mayo de 2006, data en que sufrió un accidente de trabajo producto del contacto con un cable de energía, mientras se encontraba realizando la fachada de una obra, sufriendo así un “trauma por electrocución”.

Precisa que al momento del siniestro, las demandadas no tenían programa de salud ocupacional debidamente diseñado, omisión que lo puso en un riesgo fácilmente previsible y prevenible y que le trajo como consecuencia una pérdida de capacidad laboral dictaminada por el ISS del 56.49%, de origen laboral, estructurada desde el accidente y del 43.55% establecida por la ARP Colpatria con igual origen y causación.

Debidamente vinculada al trámite, Arquitectura Liviana Ltda, admitió los hechos relacionados con la ocurrencia del accidente de trabajo sufrido por el actor, aclarando que el mismo se produjo cuando cambiaba una mampara; el trauma por electrocución diagnosticado luego del evento y la ausencia de programas de salud ocupacional, debido a que su planta de personal está conformada por personal administrativo; los demás hechos alegó que no le constaban o que no eran ciertos.  

Se opuso a las pretensiones y propuso como excepción previa la de “Falta de legitimación por activa de los demandantes” y como de fondo, las que denominó “Inexistencia del vínculo laboral”, “Culpa exclusiva del trabajador en la ocurrencia del accidente”. “Cobro de lo no debido” y “Excesiva tasación de perjuicios”.  
Las Cooperativa de Trabajo Asociado del Eje Cafetero y Fundación Social para el Crecimiento Intelectual y Desarrollo del Recurso Humano Crecer de Colombia, luego de emplazadas, se vincularon a la litis a través de curadora ad-litem, quien dio respuesta a la demanda indicando que no le constaban los hechos relatados por el actor.

Tramitadas todas y cada una de las audiencia y practicadas las pruebas pedidas por las partes, se profirió decisión absolutoria por parte del Juzgado Cuarto Laboral del Circuito Adjunto No 1o, la cual fue recurrida oportunamente por la parte actora; no obstante, en providencia de fecha 23 de noviembre de 2012, esta Corporación declaró la nulidad de lo actuado desde el auto de fecha 24 de abril de 2008 inclusive, al advertir que el emplazamiento efectuado a las codemandadas se surtió con la simple manifestación de la parte de la imposibilidad de efectuar la notificación personal a éstas, cuando de los certificados de cámara de comercio se advierte que existía otra dirección para llevar a cabo dicho acto.
Una vez retornó el proceso al juzgado de origen, la parte actora desistió de las pretensiones de la demanda, en relación con la Cooperativa de Trabajo Asociado del Eje Cafetero, por haber sido liquidada y solicitó de paso el emplazamiento de la Fundación Social Crecer de Colombia.

Admitido el desistimiento pretendido, se dispuso el emplazamiento de ésta última y se ordenó la notificación al curador ad-litem designado, quien dio respuesta a la demanda oportunamente.
Realizada la audiencia de que trata el artículo 77 del CPT y SS y surtidas las etapas procesales pertinentes, el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Descongestión, despacho que asumió el conocimiento del asunto en virtud a las medidas de descongestión previstas en el Acuerdo CSJRA13-239, instó a la parte actora para que aportara la publicación del emplazamiento de la Fundación Social para el Crecimiento Intelectual y el Desarrollo del Recurso Humano Crecer de Colombia.

Como quiera que el actor hizo caso omiso al requerimiento,  mediante providencia de 24 de marzo de 2015, se dispuso el archivo de las diligencias respecto a la emplazada, procediendo a fijar fecha para tomar decisión de fondo, oportunidad en la cual se negaron las pretensiones de la demanda, al considerar que quienes rindieron declaración en el proceso, no lograron demostrar la prestación del servicio por parte del actor a la demandada, pues aunque afirmaron que así fue, no acreditaron la razón de su dicho.  Adicionalmente, consideró el juzgado que los documentos allegados al plenario tampoco aportaron siquiera indicios de que, en efecto, López Hoyos hubiese laborado para Arquitectura Liviana.
CONSIDERACIONES

A esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Existió entre el señor José Norberto López Hoyos y la Sociedad Arquitectura Liviana un contrato de trabajo entre el 21 de abril de 2005 y el 18 de mayo de 2006?

De acuerdo con la respuesta al interrogante anterior ¿Hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, se considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
1. INTERMEDIACION LABORAL.

El artículo 35 del Código Sustantivo del Trabajo, determina que son simples intermediarios o sea, no son verdaderos empleadores, a pesar de pretender serlo, las personas que contratan servicios de otras para ejecutar trabajos en beneficio y por cuenta exclusiva de un patrono. 

Dicha disposición en su tenor literal establece:

 “1. Son simples intermediarios, las personas que contraten servicios de otras para ejecutar trabajos en beneficio y por cuenta exclusiva de un empleador.
2. Se consideran como simples intermediarios, aun cuando aparezcan como empresarios independientes, las personas que agrupan o coordinan los servicios de determinados trabajadores para la ejecución de trabajos en los cuales utilicen locales, equipos, maquinarias, herramientas u otros elementos de un empleador para beneficio de éste y en actividades ordinarias inherentes o conexas del mismo. 

3. El que celebrare contrato de trabajo obrando como simple intermediario debe declarar esa calidad y manifestar el nombre del empleador.  Si no lo hiciere así, responde solidariamente con el empleador de las obligaciones respectivas”

De lo expuesto, es importante resaltar, que esa carga solidaria del intermediario laboral, tiene como presupuesto, la previa declaración de la responsabilidad de quien fungió como verdadero empleador. Así lo precisó la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en Sentencia del 28 de abril de 2009. M.P. Eduardo López Villegas. Radicación 29522.
2- COOPERATIVAS DE TRABAJO ASOCIADO. Características y prohibiciones

La globalización de los mercados y la apertura de las economías nacionales implicaron la necesidad de flexibilizar las relaciones laborales vigentes en el país. Dentro de las instituciones que tomaron vuelo y marcaron la pauta a finales del siglo XX y principios del XXI tiene especial lugar, la de las Cooperativas de trabajo asociado, como una manifestación de tercerización por medio de la figura del outsourcing permitiendo a los contratantes dedicarse al core business o corazón de su negocio y dejando que sean terceros ajenos a su organización quienes cumplan actividades que resultan complementarias o afines a su objeto social.
En efecto, se desprende de los artículos 3 y 10 del decreto 4588 de 2006 que el trabajo asociado cooperativo es la actividad libre, autogestionaria, física, material o intelectual o científica, que desarrolla en forma autónoma un grupo de personas naturales que han acordado asociarse solidariamente, fijando sus propias reglas conforme a las disposiciones legales y con las cuales autogobiernan sus relaciones, con la finalidad de generar empresa (art. 10), produciendo bienes, ejecutando obras o prestando servicios, para satisfacer las necesidades de sus asociados y de la comunidad en general.

De donde saltan a la vista como características esenciales de estas entidades, la libertad de asociación, el autogobierno de sus miembros y la autonomía en el desarrollo de la actividad, actividad que de conformidad con el artículo 13 de la ley 1233 de 2008 es de resultado y no de medio, pues debe corresponder a la ejecución de un proceso total, parcial o subproceso, a favor de otras cooperativas o de terceros en general, cuyo propósito final, precisamente consista en un resultado específico.

Lo anterior explica que de manera expresa la legislación prohíba que las cooperativas hagan intermediación laboral o envíen trabajadores en misión.  Lo primero porque implicaría que ellas vincularían el personal en nombre del contratante quien asumiría la calidad de empleador y lo segundo porque en razón de la autonomía no es aceptable que la cooperativa delegue en el beneficiario del servicio un poder subordinante sobre el trabajador asociado, que ni siquiera ella misma tiene y que a la postre implicaría que el trabajo se desarrollaría como una actividad de medio.

Tal prohibición fue consagrada en el artículo 17 del Decreto 4588 de 2006, vigente para el momento de los hechos que se estudian en este proceso, que en su tenor literal dispone:

ARTICULO 17º. PROHIBICIÓN PARA ACTUAR COMO INTERMEDIARIO O EMPRESA DE SERVICIOS TEMPORALES.

Las Cooperativas y Precooperativas de Trabajo Asociado no podrán actuar como empresas de intermediación laboral, ni disponer del trabajo de los asociados para suministrar mano de obra temporal a usuarios o a terceros beneficiarios, o remitirlos como trabajadores en misión con el fin de que estos atiendan labores o trabajos propios de un usuario o tercero beneficiario del servicio o permitir que respecto de los asociados se generen relaciones de subordinación o dependencia con terceros contratantes.

Cuando se configuren prácticas de intermediación laboral o actividades propias de las empresas de servicios temporales, el tercero contratante, la Cooperativa y Precooperativa de Trabajo Asociado y sus directivos, serán solidariamente responsables por las obligaciones económicas que se causen a favor del trabajador asociado.              
3. DE LAS ACTIVIDADES NORMALES DEL BENEFICIARIO DE LA OBRA Y/O USUARIO DE LA CTA.

Ya de vieja data, la Sala de Casación Laboral en Sentencia proferida el 25 de mayo de 1968, al abordar el tema de la solidaridad del beneficiario de la obra y el contratista independiente, que no resulta extraño a la presente litis, indicó, en relación con las labores conexas con las ordinarias de la empresa, que “(…) la responsabilidad solidaria se predica legalmente cuando la naturaleza o finalidad de la obra contratada sea inherente (…) con actividad ordinaria del beneficiario.  Nuestro Código Sustantivo del Trabajo se muestra más comprensivo todavía, porque al referirse a ´labores extrañas a las actividades normales, de la empresa o negocio´, para configurar la excepción al principio legal de la responsabilidad solidaria, obviamente incluyó dentro del ámbito de la regla general todas aquéllas obras inherentes o conexas con las actividades ordinarias del beneficiario” 
4- EL TEMA DE LA PRUEBA Y SU CARGA EN LOS PROCESOS DE RESPONSABILIDAD PLENA PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 216 DEL CÓDIGO SUSTANTIVO DEL TRABAJO.

La ocurrencia de sucesos, dentro de la relación laboral, que afecten la salud y la integridad del trabajador conlleva a dos clases de responsabilidad: La objetiva, que se encuentra cubierta por el sistema de seguridad social, y la subjetiva, a cargo del empleador, siempre y cuando el trabajador pruebe suficientemente que aquel tuvo culpa en la ocurrencia de los hechos que le generaron el perjuicio.

No cabe duda entonces que el tema de la prueba en este tipo de procesos está constituido por aquellos hechos que hagan referencia al acaecimiento de un hecho nocivo, ocurrido por causa o con ocasión del trabajo, que hubiese generado un perjuicio al trabajador, pero sobre todo y con el énfasis que contiene el artículo 216 del C.S.T., que se pueda establecer que el mismo sucedió por culpa suficientemente comprobada del empleador.
Los generantes de la culpa son la imprudencia, la negligencia, la impericia y la violación de reglamentos. Resultando de ello que una persona incurre en culpa leve, que es la que corresponde a los contratos celebrados en beneficio de ambas partes, como lo es el de trabajo, cuando no sujeta sus actos a la diligencia y cuidado que los hombres ordinariamente emplean en sus asuntos, o cuando no acata las disposiciones reglamentarias que regulan una determinada actividad. 

Respecto a la carga de la prueba en estos asuntos, no cabe duda y así lo ha tenido por sentado la jurisprudencia emanada de la Sala de Casación Laboral desde antaño que corresponde al trabajador demostrar la culpa del empleador (Sentencias de abril 10 de 1.975 y febrero 26 de 2004, radicación 22175).

La Alta Magistratura Laboral, en sentencia de 20 de junio de 2012, radicación 42374, trajo a colación sentencia del 5 de septiembre de 2000, radicación 14718 que a su vez rememora, entre otras, la proferida el 30 de marzo de 2000, en la cual se dijo:

“… resulta pertinente anotar que no encuentra la Corte que haya sido equivocada la interpretación del artículo 216 del  Código Sustantivo del Trabajo, que establece que el patrono “está obligado a la indemnización total y ordinaria de perjuicios” cuando haya sido suficientemente comprobada su culpa en la ocurrencia del accidente de trabajo o de la enfermedad profesional, pues, como ha tenido oportunidad de precisarlo, entre otras en las sentencias memoradas por el Tribunal en su fallo, dicha obligación queda a su cargo cuando –como expresamente dice la norma- “exista culpa suficientemente comprobada del patrono”, exigencia legal que no permite que sea dable presumir dicha culpa incluso en aquellos casos en que realice “actividades peligrosas”. Ello por cuanto no puede pasarse por alto que fue el surgimiento del maquinismo y de la moderna industria lo que obligó a dictar leyes que regularan de manera especial los accidentes de trabajo.” (Negrilla y resaltado fuera de texto)

1. EL CASO CONCRETO
Con el objetivo de que en este proceso se definiera quién era su verdadero empleador, el señor José Nolberto López Hoyos inició acción laboral contra La Sociedad Arquitectura Liviana Ltda, la Cooperativa de Trabajo Asociado del Eje Cafetero y la Fundación Social para el Crecimiento Intelectual y Desarrollo del Recurso Humano Crecer de Colombia.

En el decurso de la actuación, la parte accionante desistió de las pretensiones formuladas en contra de la Cooperativa de Trabajo Asociado del Eje Cafetero –fl 284- y antes de proferir decisión de fondo, el juzgado, de conformidad con lo establecido en el parágrafo del artículo 30 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, dispuso el archivo de las diligencias en relación con la Fundación Social para el Crecimiento Intelectual y el Desarrollo del Recurso Humano Crecer de Colombia, toda vez que, pese a los varios requerimientos, la parte actora no aportó la publicación del emplazamiento.

En el anterior orden ideas, lo que corresponde es verificar si quedó probada la existencia del contrato de trabajo entre el señor López Hoyos y la Sociedad Arquitectura Liviana S.A., única demandada notificada en el proceso.

Lo primero que debe precisarse es que ésta, al momento de dar respuesta a la acción confesó, a través de su procuradora judicial, que el actor había laborado para esa sociedad en el año 2005, 5 días en el mes de enero, 18 días en el mes de julio y los ciclos completos de agosto y octubre.  

No obstante lo anterior, a folio 36 del expediente obra la Relación de novedades del Sistema de Autoliquidación de Aportes expedida por el Seguro Social –fl 36-, en el que se registra a la sociedad demanda como empleador de López José Nolberto, 5 días del mes noviembre de 2004 y en el periodo comprendido entre el 13 de junio y el 1º de septiembre de 2005, fecha en que se reportó el retiro del sistema.  Dicho documento, si bien no resulta válido para prestaciones económicas, pues en el mismo así se indica precisando que es de carácter “informativo”, no tiene la misma restricción, cuando de acreditar la relación laboral se trata, en razón de lo cual puede ser analizado en orden a verificar la existencia del contrato alegado.

En los demás documentos aportados con el libelo inicial, indistintamente se relaciona a la Cooperativa de Trabajo Asociado del Eje y a la Fundación Crecer  como los empleadores del demandante así: i) Colpatria en certificación de fecha 1 de junio de 2007, hace constar que el señor López Hoyos ha estado afiliado a esa entidad, por cuenta de la primera con cotizaciones desde mayo de 2006 hasta enero de 2007 y para el ciclo de marzo de ésta última anualidad –fl -39-; frente a Crecer, ésta aparece relacionada en i) el informe de accidente de trabajo, ii) la comunicación por medio de la cual se notifica al actor el resultado de la calificación realizada por la ARP de Seguros de Vida Colpatria S.A.; –fl 41- iii) el formulario de autoliquidación de aportes –fl 46 y ss-, iv) en el carnet que lo acredita como afiliado a Colpatria y, v) en respuesta a comunicación dirigida por el Juzgado, donde la aseguradora indicó que Crecer de Colombia reportó el ingreso del accionante el 16 de mayo de 2006 y su retiro el 30 de junio de 2006.

Adicionalmente, dos empleadores más se registran en los documentos restantes, como es el caso de la Cooperativa de Trabajo Asociado Cafecoop, entidad que según la comunicación remitida por Colpatría al Juzgado, afilio al actor a partir del 19 de julio de 2009 hasta 1º de marzo de 2006, interregno totalmente equivocado, pues de los formatos de novedades que aportó como soporte se advierte que la fecha de ingreso fue el 1º de julio de 2006 sin que se avizore el formato de retiro.  También figura como empleador el señor Luis Arnulfo Valencia, en el “Informe para presunto accidente de trabajo del empleador contratante” y el “Formulario del Dictamen para la calificación de la capacidad laboral y determinación de la invalidez y origen” visibles a folios 37 y 38 del expediente.  

En el reporte proveniente de Salud Total –fl 49- se registran, en la columna de empresa, sin guardar orden cronológico, a Cafecoop CTA, a Arquitectura Liviana LTDA, a Crecer de Colombia y a Luis Arnulfo Valencia Bedoya, pero al analizar el citado informe, nada permite inferir que el mismo corresponde al señor José Norberto López Hoyos. 
Para clarificar quién ostentaba la calidad de empleador del promotor de la acción para el periodo comprendido entre el 21 de abril de 2005 y el 18 de mayo de 2006, la parte actora cito a los señores Luis Eduardo de Jesús Benjumea Taborda, Gloría Helena Ríos Restrepo, Fabiola García Echeverry y Arley Valencia Cardona quienes manifestaron, la primera que le parecía que el demandante trabajaba para “Super board o algo así”, el segundo no mencionó nada sobre el empleador y los dos últimos si bien fueron contestes en afirmar que López Hoyos trabajaba para Arquitectura Liviana, no saben la ubicación de la empresa y el conocimiento que tenía al respecto, llegó por información suministrada por éste –fls 163 a 168-.

Por parte de la demandada, rindieron testimonio los señores Oscar de Jesús Salazar Berruecos –fls 184 a 187-, que no aportó información para definir la controversia, y el señor Luis Arnulfo Valencia Bedoya quien con anterioridad se dijo, se registró como empleador del señor Hoyos López, cuando se rindió el informe de accidente de trabajo.

En su relato precisó que para el momento del siniestro de que tratan los hechos de la demanda, él estaba encargado del personal y que fue contratado por Arquitectura Liviana; informó también que trabajaba para la cooperativa llamada Crecer de Colombia, la que a su vez, le prestaba servicios a la demandada; que el actor estaba afiliado a esa Cooperativa y que las funciones que debía desempeñar consistían en instalar los cielos rasos y fachadas y específicamente fue contratado para instalar drywall, muros livianos en seco, pega de perfilería, de super board y cielo raso. 

A tono con lo anterior, respecto a las funciones del actor, se tiene que en el reporte de accidente de trabajo se indicó que la labor que desarrollada en ese momento era la elaboración de una fachada y en la Calificación de Invalidez elaborada por la ARP Colpatría se anotó: “DESCRIPCIÓN DE LAS TAREAS DEL CARGO: INSTALAR PLACAS DE YESO, SUPER BOARD Y ACABADOS” –fls 42-.

Ahora bien, a pesar de la ausencia de las Cooperativas como demandadas en este proceso, ello no es óbice para verificar si hubo intermediación laboral directa con Arquitectura Liviana Ltda, al limitarse aquéllas a aparecer como tales para desdibujar la verdadera relación contractual sostenida entre el demandante y la sociedad demanda.

De allí que, teniendo en cuenta el criterio de la Sala de Casación Laboral, evidente resulta que al ser parte de la actividad principal de la sociedad demandada la “PROMOCIÓN, DISEÑO, CONTRUCCIÓN, GERENCIA, COMERCIALIZACIÓN DE OBRAS DE CONTRUCCIÓN, HABITACONALES, RECREATIVAS, DEPORTIVAS Y COMERCIALES”, las labores desarrolladas por el señor Hoyos López no podían ser tercerizadas, pues son conexas a las actividades que en desarrollo a su objeto social realiza Arquitectura Liviana Ltda, quien reconoció al actor como su trabajador entre el 13 de junio y el 1º de septiembre de 2005.

Así las cosas es dable concluir que, tanto la Cooperativa de Trabajo Asociado del Eje Cafetero como la Fundación Social para el Crecimiento Intelectual y Desarrollo del Recurso Humando Crecer de Colombia, en el presente asunto, fungieron como simples intermediarias, en los términos del numeral 2º del artículo 35 del Código Sustantivo de Trabajo.  

En ese entendido, ninguna duda cabe frente al hecho de que Arquitectura Liviana Ltda, a pesar de haberse valido se figuras legales para desligarse de las obligaciones patronales, fungió como verdadero empleador del señor López Hoyos, toda vez que la ley no la autorizó para contratar a través de Cooperativas de Trabajo Asociado, actividades inherentes y conexas a su principal actividad comercial, como es la instalación de placas de yeso, super board y acabados, necesarios en la construcción de obras habitacionales, recreativas, deportivas y comerciales.
En cuanto a los extremos laborales, reclamados por el actor entre el 21 de abril de 2005 y el 18 de mayo de 2006, deben hacerse las siguientes precisiones.
Cómo ya se dijo, en el formato de autoliquidación de aportes visible a folio 36 del expediente se observa que Arquitectura Liviana Ltda fungió como empleador del señor López Hoyos de manera ininterrumpida entre el 13 de junio de 2005 y el 1º de septiembre de la misma anualidad.  En esta última data reportó el retiro del sistema; no obstante, la parte accionada confiesa, al responder el hecho 1º de la demanda, que el actor laboró hasta el ciclo de octubre de esa anualidad.
Después de lo anterior, se observa, en el informe para presunto accidente de trabajo del empleador, que se registra como fecha de ingreso a la empresa, el 21 de abril de 2006; en la constancia expedida por Colpatria, visible a folio 39 del expediente, se precisa que el primer ciclo cotizado por el actor fue mayo de la misma anualidad y en el informe de accidente de trabajo del empleador o contratante se precisa, como fecha de ingreso a la empresa (Fundación Crecer) el 16 de mayo de 2006, fecha que coincide con la certificación expedida por Colpatria en virtud al requerimiento que mediante oficio No 168 de 2009, le hiciera el juzgado de conocimiento –fl 177.
En el anterior orden de ideas, resulta claro que el actor prestó sus servicios a Arquitectura Liviana Ltda en dos periodos diferentes, uno contratado directamente por ésta, entre el 13 de junio y el 31 de octubre de 2005 y otro, a través de la Fundación Social para el Crecimiento Intelectual y Desarrollo del Recurso Humano Crecer de Colombia, que va desde el 21 de abril de 2006 y la fecha en que sufrió el accidente de trabajo que lo fue el 18 de mayo de igual año. 
Ahora bien, sentado lo anterior y habiendo despejado el primer interrogante formulado se ocupará la Sala de establecer si el accidente de trabajo sufrido por el demandante ocurrió por culpa suficientemente probada de Arquitectura Liviana Ltda.
En este punto de la sentencia, resulta necesario recordar, que tal y como se expuso en las consideraciones, ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral en expresar que en este tipo de casos es al trabajador a quien le corresponde demostrar la culpa del empleador.

Para tal efecto, el señor López Hoyos identificó como un hecho de relevancia en su intención de demostrar la culpa de Arquitectura Liviana Ltda en el siniestro ocurrido el día 18 de mayo de 2006, que ésta “no tenía un programa de salud ocupacional debidamente diseñado, existiendo violación por parte de dicha sociedad a la Resolución 1016 de 1989”  y “violó los artículo 56, 57, 348 y 349 del Código Sustantivo de Trabajo; 80, 81, 90 y 97 de la Ley 9ª de 1979, el Decreto 614 de 1984, las Resoluciones 2400 de 1979, 2013 de 1986, 1016 de 1989 y los artículos 4, 21 y 56 del Decreto Ley 1295 de 1994”.  Finalmente resalta que fue “su negligencia, imprudencia y violación de reglamentos o normas en salud ocupacional” los que generaron la invalidez que ahora padece y que lo expuso a un “riesgo que fue fácilmente previsible y prevenible”.
El accidente fue descrito en el informe para presunto accidente de trabajo del empleador o contratante como “TRABAJADOR ESTABA HACIENDO UNA FACHADA Y UN CABLE DE LA LUZ LO HALO HACIENDO QUE ESTE TRABAJADOR SE DESPLOMARA” –fl 37-.
Los testigos traídos al proceso por cuenta del demandante –fls 163 a 168-, si bien conocían al actor de desde hace tiempo y tuvieron conocimiento del accidente sufrido por éste, por información que él mismo les suministró, no estuvieron presentes en el momento del siniestro, no conocen los pormenores y ni siquiera ubican el lugar donde prestaba sus servicios.
El señor Oscar de Jesús Salazar Berruecos de profesión arquitecto, testigo traído al proceso por la parte actora, informó que el siniestro fue en las horas de la mañana; qué él mismo, como primera medida dio las advertencias de seguridad, lo cual incluyó prevenir sobre el cableado de energía que se encontraba a dos o tres metros de distancia de la edificación; refirió que no presenció el accidente y que sólo cuando escuchó fuertes gritos salió de su oficina para observar que dos obreros que traían cargado a otro, bajaban por un andamio.
Precisó que indicaciones de prevención y seguridad también le fueron impartidas por el señor Arnulfo, director de ese grupo de obreros.  Respecto a los motivos que dieron lugar al evento, informó que fue el mal manejo de los perfiles metálicos con uno de los cuales tocó la cuerda eléctrica, lo cual atribuyó a un error humano o descuido, haciendo notar que es difícil alcanzar la línea eléctrica con un perfil metálico, máxime cuando no se estaba realizando trabajo alguno en el cableado, pues el actor estaba ocupado en la instalación de una alfajía, que es el remate o a tapa de un muro en la fachada de un edificio y nada tiene que ver con la red de transporte de energía.
En relación con los elementos de protección, refirió que todos los empleados de Arquitectura Liviana siempre tenían arneses y cascos de protección, según fuera la función que desempeñaran y resultaban suficientes para salvaguardar a los obreros, pues en ningún momento las cuerdas de electricidad generaban peligro; los elementos de trabajo que eran paneles de superboard, anticonductor de electricidad y corriente y el perfil metálico debían ser manipulados por el techo y no lanzado hacía la cuerda, además los andamios por los cuales debían movilizarse estaban alejados del cableado, y por ellos también se podían subir los elementos de trabajo, insistiendo que fue absoluto descuido del obrero porque otros trabajadores que estaban haciendo la misma labor, no les ocurrió nada.

El señor Luis Arnulfo Valencia Bedoya, jefe inmediato del actor dijo a su vez que la Cooperativa de Trabajo Asociado Crecer les dio instrucción de lo que se podida hacer y sobre medidas de seguridad, consistentes en tener liga o cuerda de vida, guantes, casco y botas de material, los cuales debían portar porque de no ser así, el arquitecto residente, quien era muy estricto, no los dejaba trabajar. 
Respecto a los pormenores del accidente, indicó que no se encontraba presente dado que estaba trayendo una “tornillería” pero afirma que las cuerdas de energía estaban muy retiradas de donde estaban trabajando, como a tres metros y lo que le informaron era que el accionante sacó mucho la mano y como la vigueta mide 2.44 metros, le pegó a la cuerda.  Sostiene que el cableado de energía estaba muy lejos y no representaba peligro, no obstante recibieron la advertencia del arquitecto de nombre Oscar, quien hacía las veces de interventor, de tener cuidado con el cableado eléctrico, precisando que no se explica cómo pudo el demandante terminar conectando a esa línea de energía.
Como puede observarse ninguna de las personas que rindieron su testimonio en el presente asunto fueron testigos presenciales del accidente sufrido por el accionante, los dos últimos referenciados, si bien pudieron describir las labores desempeñadas por el trabajador en ese momento y el sitio de trabajo, la declaración que rindieron en relación con el siniestro fue en referencia a lo que les había sido comentado o como suposición de lo ocurrido de acuerdo con su experiencia.
En ese sentido, no existen elementos de juicio que permitan determinar, con la suficiencia que reclama la norma, que Arquitectura Liviana Ltda actuó de manera imprudente, negligente o con impericia, para poderse endilgar a ella la culpa patronal que pretende el demandante.
Y es que cuando se pretende tal declaración, se requiere que las circunstancias de tiempo, modo y lugar estén debidamente acreditadas, para permitir el análisis que determine la responsabilidad del empleador en el accidente de trabajo.  En ese sentido ha dicho la Sala de Casación Laboral en sentencia SL13653-2015 del 7 de octubre de 2015 “(…) que, con arreglo al marco jurídico anteriormente descrito, el demandante no estaba desligado totalmente de su deber de demostrar las precisas «…circunstancias en las cuales se produjo el percance…», que fue lo que extrañó el Tribunal y le impidió, en sus términos, «…analizar si el accidente ocurrió por culpa del empleador…»”
Adicionalmente, se advierte que en el relato fáctico, el actor, al momento de narrar el evento desafortunado, se limitó a transcribir la descripción que se consignó en el informe de presunto accidente de trabajo –fl 37-; el cual no coincide con la versión dada por los testigos, relacionada con lo que supuestamente sucedió, pues mientras en el demanda se indica que el trabajador fue halado por un cable de luz, lo cual hizo que se desplomara, la versión de los declarantes refiere que tocó la cuerda con un perfil metálico, pero sin llegar a caerse.  
Respecto a la violación de reglamentos, conducta que estima el accionante como determinante en la ocurrencia del accidente, cuando hace referencia a la ausencia de programas de salud ocupacional, la demandada confirmó esa afirmación, pero aclaró que no tenía el citado programa en atención a que su personal era meramente administrativo.   
Frente a esta manifestación debe decirse que, el hecho de que aquí haya sido reconocida la intermediación realizada por la Cooperativa de Trabajo Asociado no representa que ésta, en el desarrollo de la misma, no haya cumplido ciertas obligaciones de salud ocupacional que correspondían al verdadero empleador y que tal y como se dieron las cosas en el presente asunto, resulta lógica la respuesta ofrecida por Arquitectura Liviana Ltda, en el sentido de que tanto los programas de salud ocupacional y medidas de protección y seguridad, fueron suministrados por la Cooperativa a la cual estaba afiliado el actor y su jefe de personal.  En efecto, al entender Arquitectura Liviana Ltda que la mano de obra que estaba siendo utilizada pertenecía a una CTA, ninguna medida tomó al respecto, pues estimaba que las mismas debían provenir del supuesto empleador.
Al respecto, los testigos que fungieron, el uno como encargado de la obra y el otro como jefe de personal de la misma, refirieron que las medidas de seguridad se cumplieron toda vez que el personal contaba con los elementos de protección consistentes en viga o cuerda de vida, casco, guantes y botas de material, los cuales eran requeridos de manera estricta por parte del primero de los mencionados. 
En cuanto a los programas de salud ocupacional, el señor Valencia Bedoya, indicó que por parte de la CTA, una joven de nombre Adriana era la encargada; que ésta iba cada quince días a darles instrucciones; que en la obra, quien debía darles indicaciones era el arquitecto; que cada vez que tenían una charla de ese tipo firmaban todos como constancia, pero no recuerda en qué lugar quedaban esos soportes; que él, como encargado del personal era el que reunía a los trabajadores para el comité, es decir, para que les dieran la charla y que además era representante de los trabajadores en las reuniones de salud ocupacional. 
Las anteriores manifestaciones resultan suficientes para exonerar a Arquitectura Liviana Ltda. de la culpa que se le atribuye en el accidente de trabajo en relación con la ausencia de programas de salud ocupacional y violación de reglamentos, no solo porque lo relatado desvirtúa ésta afirmación, sino porque en la demanda no se refiere exactamente la incidencia que tal omisión tuvo en el siniestro.
En ese sentido, ha dicho la Sala de Casación Laboral que “le corresponde al trabajador demostrar el incumplimiento de una de las obligaciones de protección y de seguridad asignadas al empleador, lo cual, según el ad quem, no ocurrió y, para ello, se ha de precisar esta vez que no basta la sola afirmación genérica de la falta de vigilancia y control del programa de salud ocupacional en la demanda, sino que es menester delimitar, allí mismo, en qué consistió el incumplimiento del empleador de las respectivas obligaciones derivadas del propio contrato de trabajo y de la labor prestada por el trabajador, el cual, a su vez, ha de tener nexo de causalidad con las circunstancias que rodearon el accidente de trabajo generador de los perjuicios, las que igualmente deben ser precisadas en la demanda”
. 
Conforme las anteriores consideraciones, no hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda, relacionadas con la culpa patronal que se le quiso imputar a la sociedad demandada.

No obstante lo anterior, como se indicó líneas atrás, al haber quedado demostrada la existencia de un contrato de trabajo entre José Norberto López Hoyos y Arquitectura Liviana Limitada, vigente entre el 21 de abril y el 18 de mayo de 2006, se revocará la sentencia de primer grado, para así declararlo.

Sin costas en esta instancia, las de primer grado serán a cargo de la sociedad demanda en un 20%.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Descongestión el 24 de abril de 2015.

SEGUNDO. DECLARAR que entre ARQUITECTURA LIVIANA LTDA y el señor JOSÉ NOLBERTO LÓPEZ HOYOS existió un contrato de trabajo vigente entre el 21 de abril y el 18 de mayo de 2006.
TERCERO: ABSOLVER a ARQUITECTURA LIVIANA LTDA de las demás pretensiones incoadas en su contra.
QUINTO: CONDENAR en costas de primer grado a la demandada en un 20%.  En esta instancia no se causaron.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
OLGA LUCÍA HOYOS SEPULVEDA

            Salvamento parcial de voto
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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